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La participación tiene antecedentes importantes en la sociedad venezo-

lana distribuidos en distintos actores políticos y sociales. No obstante, la 

llegada de Hugo Chávez a la presidencia de la República en 1998 le daría 

un giro que borraría del sentir colectivo cualquier otra referencia anterior. 

El nuevo modelo de democracia “participativa y protagónica” tras diver-

sos ensayos, se levanta a partir de los Consejos Comunales como pilar 

fundamental de la participación protagónica del pueblo en la toma de 

decisiones y en la gestión pública.

El modelo participativo de la democracia, encarna cada vez más una al-

ternativa al modelo ya conocido de democracia representativa, a la que 

muy probablemente pretende sustituir. Sin embargo, las pocas certezas 

que existen en torno a ella, y la casi ausencia de referencias, generan in-

certidumbre y escepticismo en la población. 

A pesar de la intensiva promoción en tiempos recientes de la democracia 

participativa en Venezuela, ésta está teniendo niveles de apoyo inferiores 

al promedio de la región, e incluso este apoyo está presentando una ten-

dencia a la disminución. 
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  Introduccíón

La participación ciudadana es considerada un 
componente fundamental para el desarrollo de 
la democracia. Una expresión de ello es la intro-
ducción y creación de instancias que promuevan, 
fomenten y amplíen la participación, en las re-
formas y/o nuevas redacciones realizadas a la 
diferentes Constituciones de varios países de la 
Región, como por ejemplo en la de Perú de 1979, 
Brasil en 1988, Colombia en 1991, Bolivia en 
1994, Cuba en 1992 y la de Venezuela de 1999. La 
participación comunitaria reaparece en estos tex-
tos como una opción frente al creciente desen-
canto con la política, como parte de las reformas 
del Estado y como condición para llevar adelan-
te las reformas institucionales más urgentes que 
permitan recuperar la capacidad de legitimación 
del sistema político de la democracia.

Hay muchos modos de analizar los cambios habi-
dos en la participación política y social en Vene-
zuela que ineludiblemente están atados al modelo 
implementado en años recientes del sistema polí-
tico. El más significativo de ellos se refiere al pro-
yecto de sociedad que está pautado en el Cons-
titución de 1999. Ello se podría resumir en el 
cambio del modelo de democracia representativa 
por el de democracia participativa y protagónica. 
En este sentido, las preguntas que esto plantea 
son: ¿En qué consiste la democracia participativa 
y si realmente la sociedad venezolana está tran-
sitando hacia ella?¿Cuáles son en este momento 
los mecanismos de participación que impulsa el 
Estado venezolano?  ¿Cuáles son las principales 
características de este modelo de democracia que 
se intenta construir en el país?

Este trabajo examina la Democracia Participa-
tiva en Venezuela entre los años 1999 y 2013, 
con especial énfasis en los Consejos Comunales 
(CC) como instancias de participación centrales 
de este modelo.

El principio de democracia participativa y prota-
gónica plasmado en la Carta Magna de 1999, se 
tradujo en la creación de nuevos espacios de inte-
racción que tenderían a sustituir las organizacio-
nes políticas y sociales existentes, creando canales 
de comunicación directos entre los ciudadanos y 

el Estado (a través del poder ejecutivo). Al es-
pacio tradicional de interacción de la democracia 
representativa, como es la escena parlamentaria, 
la democracia participativa agrega otros espacios.

Uno de los principales puntos de análisis de este 
trabajo es discutir si las distintas figuras propues-
tas con este objetivo pueden ser definidas como 
espacios de participación ciudadana o más bien 
como mecanismos de captura de la participación 
y si están destinadas a que el ciudadano (pueblo, 
sociedad) ocupe un papel protagónico y autó-
nomo frente al Estado o más bien que participe 
conjuntamente con el Estado y sus instituciones 
en la búsqueda de respuestas a sus demandas. En 
este sentido, el presente trabajo abordará con es-
pecial énfasis los CC, pues son estos los espacios 
que se han impulsado como en el epicentro de la 
participación ciudadana y por tanto de la Demo-
cracia Participativa.

En comparación al diseño institucional plasmado 
en la Constitución de 1961, la Carta Magna de 
1999 privilegia la distribución territorial del poder 
frente a la dimensión funcional en lo que respecta 
a la interacción entre los actores políticos y socia-
les. El ámbito institucional está compuesto por 
el espacio parlamentario que tiene representación 
en los niveles nacional, regional y local. Se había 
previsto similar distribución territorial, muestra 
de ello fue la creación de los Consejos Locales 
de Planificación Pública (CLPP) en el año 2002. 
El reparto de las competencias públicas resultaba 
bastante evidente: El primer espacio tiene como 
tarea la producción de leyes y el segundo espacio 
la producción de políticas públicas locales. Los 
miembros que integrarían estos Consejos Loca-
les tendrían como función desarrollar espacios de 
interacción entre los representantes de los parti-
dos políticos, los funcionarios del gobierno re-
gional y local y los representantes de la sociedad 
civil organizada. 

La Ley Orgánica del Poder Público Municipal de 
junio de 2005 quedaba establecido que tanto los 
Consejos Comunales como los Parroquiales son 
instancias del CLPP. Sin embargo, con la creación 
de los Consejos Comunales en abril de 2006 y la 
posterior reforma a la Ley de los CLPP en diciem-
bre de ese mismo año los espacios de participación 
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La democracia participativa debería apoyarse en 
la generación de consensos sobre las reivindica-
ciones de los derechos ciudadanos, en la práctica 
de la deliberación, en la búsqueda de la construc-
ción de relaciones horizontales entre los ciuda-
danos y el Estado. García Guadilla la entiende 
como “un espacio político autónomo que sirve 
para el fortalecimiento de la propia sociedad y 
para la transformación del Estado a través de la 
democratización de la sociedad política” (García 
Guadilla 2006, p.38).

El estudio de la democracia participativa supo-
ne el examen de múltiples aristas, entre las que 
destacan su funcionamiento y base legal, su con-
formación e integración, su relación con otras 
instancias del poder subnacional, sus alcances, 
la calidad de la democracia que allí se ejerce, sus 
relaciones con otras instancias de representación 
popular del sistema político y con el proyecto 
chavista de la construcción del socialismo del si-
glo XXI. En una primera parte de este trabajo, 
se expone muy brevemente algunos de los an-
tecedentes más relevantes de la participación en 
Venezuela, en la segunda parte se presenta la de-
mocracia participativa en el marco de la Consti-
tución de 1999 y los mecanismos instrumentados 
en esta materia en dos etapas o fases, en la tercera 
parte desarrollaremos los CC, su definición y ám-
bitode acción.

Finalmente, presentamos, en el aparte referido a 
las conclusiones preliminares, un esbozo de las 
fortalezas y debilidades de estos dispositivos

1. Antecedentes de la participación 
en Venezuela

La Democracia Participativa tiene como expe-
riencias previas instancias y organizaciones no 
normadas por el Estado como las “Juntas Pro 
Mejoras” de los años 60 y 70 y las “Asociaciones 
de Vecinos” de los años 70 y 80. Más reciente-
mente están las instituciones normadas por el Es-
tado como los “Consejos de Economía Social” 
promovidos desde el Fondo Intergubernamental 
para la Descentralización (FONDEN) durante el 
año 2004 y los propios CC promovidos -antes de 
la ley abril de 2006- desde las gobernaciones y 

pública fueron sustancialmente redefinidos, lo 
que originó cambios significativos en la relación 
que el gobierno intenta construir, entre el Esta-
do/la sociedad civil/comunidades organizadas 
bajo este formato. 

Ante la compleja realidad venezolana, caracteriza-
da, entre otros aspectos, por altos niveles de pola-
rización social y política, el gobierno planteó como 
parte del cambio institucional, la promoción de 
nuevos espacios y la creación de nuevos mecanis-
mos para el ejercicio de la participación ciudadana 
en la gestión pública. Es necesario, por tanto, ca-
racterizar estos cambios y conocer que está aconte-
ciendo en estos ámbitos. Es útil preguntarse si los 
cambios en el esquema del funcionamiento institu-
cional instrumentados están realmente dirigidos a 
construir las bases de una democracia participativa.

Una hipótesis analizada en este trabajo plantea 
que estos dispositivos se crean con la intención 
de sustituir tanto a las instituciones como a los 
mecanismos de la democracia representativa, 
al tiempo que ante las cada vez más limitadas 
capacidades de los gobernadores y alcaldes en 
darle respuesta a las demandas sociales de las 
comunidades a las que representan, se crean las 
figuras de los CC, con el objetivo expreso de re-
direccionar los recursos para que les lleguen di-
rectamente a las comunidades para que sean és-
tas las que decidan qué necesidades solucionar, 
con qué prioridad se atenderán y cómo se hará.

Sin embargo, en su afán por construir nuevas for-
mas de ejercicio del poder, el gobierno ha respon-
sabilizado a estas instancias de muchas otras ta-
reas, entre las cuales caben destacar las siguientes: 
i) construir el “Socialismo del siglo XXI”, ii) al-
canzar la democracia popular y revolucionaria; iii) 
fortalecer las decisiones de las comunidades; iv) 
viabilizar la emancipación del poder popular; v) 
dar respuestas a las aspiraciones de la comunida-
des; vi) promover la construcción del desarrollo 
endógeno, y vii) la defensa integral de la patria y 
de la soberanía. Pareciera que el gobierno entien-
de a estos dispositivos como las columnas sobre 
las cuales se apoyaran las reformas fundamenta-
les que se adelantarán para alcanzar la democracia 
protagónica y participativa y la construcción de 
una nueva estructura político-institucional.
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alcaldías materializando lo pautado al respecto en 
la Ley de los Consejos Locales de Planificación 
Pública de 2002 y la Ley del Poder Público Muni-
cipal de 2005. Los CC finalmente expresarán una 
forma de organizar el poder popular conviertien-
dose en el dispositivo de Democracia Participati-
va promovido desde el Estado (poder ejecutivo) 
que más ha permanecido en el tiempo.

En los años setenta el Comité Ejecutivo de la 
Organización Demócrata Cristiana de Améri-
ca (ODCA) organizó en Caracas un seminario 
internacional que se llamó “Hay que reinventar 
la democracia”, y la ponencia de apertura le co-
rrespondió al para entonces Presidente de Vene-
zuela Luis Herrera Campíns. El título de dicha 
ponencia fue “De la democracia representativa a 
la democracia participativa” y el objetivo fue el 
de proponer una distinción entre la democracia 
representativa y la participativa, sugiriendo como 
la última perfeccionaba y complementaba a la 
primera y por tanto, con el tiempo, la democracia 
participativa debía sustituir a la democracia repre-
sentativa (López 2011).

La idea de la democracia participativa en Vene-
zuela tiene antecedentes teóricos y prácticos en 
diversos espacios y actores sociales. López iden-
tifica como piedras fundacionales de la demo-
cracia participativa en Venezuela al pensamiento 
social de la Iglesia Católica, específicamente el 
difundido a partir del Concilio Vaticano II y la 
Conferencia Episcopal de Medellín, así como 
también a “las ideas y prácticas de una izquierda 
transformada por las revelaciones sobre el socia-
lismo autoritario y las revueltas estudiantiles de 
los años sesenta en Europa, EEUU y América 
Latina” (López 2011,p.7). De la influencia de la 
Iglesia Católica destaca el rol del Consejo Epis-
copal Latinoamericano (CELAM), fundado en 
1955, y su reunión en Colombia en 1968, inicia-
tivas que incidieron en el partido de la Izquierda 
Cristiana y el Comité de Organización Política 
Electoral Independiente (COPEI), y que más 
tarde influenciarían a dirigentes de partidos de 
izquierda como el Movimiento al Socialismo 
(MAS) y La Causa R (LCR) que no se referían 
directamente a la democracia participativa, pues 
la daban por supuesta al reclamar que la demo-
cracia verdadera estaba ligada a la organización 

popular y a los mecanismos democráticos direc-
tos insertos en la tradición marxista. 

En el Sexto Plan de la Nación (1978-1983) se 
proponía la creación de una democracia partici-
pativa, proposición del gobierno social cristiano 
para impulsar -sin mucho éxito- la organización y 
participación popular. El Octavo Plan de la Na-
ción (1989-1994), significó un avance en cuanto 
a la incidencia ciudadana en la gestión de pro-
gramas sociales. Esta iniciativa, también de la 
socialdemocracia, propició la creación de redes 
sociales y de organizaciones no gubernamentales 
en programas destinados a la protección social 
de los sectores más vulnerables. La eficacia de 
estas iniciativas institucionales es debatible y es-
tuvieron impregnadas de clientelismo e interven-
cionismo político-partidista, pero en todo caso, 
contribuyeron a la creación de espacios para la 
participación de amplios sectores de la sociedad 
civil organizada.

Otro antecedente que podría mencionarse de 
democracia participativa se encuentra en la Co-
misión Bicameral Especial para la revisión de la 
Constitución, entre los años 1989 a 1992, y la Co-
misión Presidencial para la Reforma del Estado 
(COPRE) a partir de 1993. Esta última intento 
construir consensos entre grupos políticos emer-
gentes alrededor de una gran cantidad de refor-
mas político institucionales de las que solamente 
tuvieron éxito la descentralización, la personali-
zación del voto y la creación de espacios de la ad-
ministración pública para la participación directa 
de la ciudadanía en la toma de decisiones pública.

De esta manera, Venezuela inició la discusión so-
bre la democracia participativa en el seno de la 
democracia representativa, reflexión propiciada 
entre los actores políticos tradicionales y algunos 
emergentes, para quienes era evidente el deterio-
ro del sistema político fundado en 1958. Por otro, 
lado, resalta en los antecedentes de la democracia 
participativa que los partidos políticos explora-
ron diversas iniciativas que se estaban llevando 
adelante en distintas partes del mundo.

A medida en que disminuía la influencia y la 
confianza en los partidos políticos venezolanos, 
aumentaba la presencia de organizaciones de la 
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sociedad civil cuyos objetivos eran más sociales y 
civiles que políticos y luchaban para ser recono-
cidos como actores legítimos y capaces de con-
tribuir con la profundización de la democracia. 
Salamanca señala que una de las características de 
estos actores, entre los 70 y los 90, fue el anti-
partidismo (Salamanca 2003). Pero irónicamente, 
a partir de 1999 el nuevo régimen los obligó a 
dejar la esfera social y entrar en la esfera política, 
llegando hasta el extremo de enfrentarse al go-
bierno de Chávez en más de una ocasión.

En síntesis desde los años 70 se observó un creci-
miento progresivo del activismo social o asociati-
vo que incluyó varios espacios como el cultural y 
la defensa de las comunidades, como por ejemplo 
las asociaciones de vecinos. Estas instancias des-
plegaron una crítica al clientelismo y a la injerencia 
del Estado y de los partidos políticos en la vida de 
las comunidades promoviendo acciones dirigidas a 
defender los espacios comunitarios y la propiedad 
privada, promover seguridad, reeducar a los ciuda-
danos en cuanto a la limpieza de las áreas aledañas 
a las viviendas, a la defensa de los derechos ciuda-
danos, entre otros. Los años 80 y 90 significaron 
un boom asociativo que expandió la organización 
social en todos los sectores del país.

Las organizaciones demandaron cada día más 
derechos, recursos y reconocimiento. Articularon 
sus demandas alrededor de la defensa de los de-
rechos humanos y se reorganizaron en torno a 
iniciativas ambientalistas y de planeación urbana 
(Gómez 2009). Estas luchas convergieron con la 
aprobación de la Ley de Elección y Remoción de 
los Gobernadores, La Ley Orgánica de Régimen 
Municipal y su Reglamento N°1 sobre las aso-
ciaciones de vecinos, La Ley Orgánica de Des-
centralización, Delimitación y transferencia de 
Competencia del Poder Públicotodas ellas apro-
badas en 1989, contribuyendo a reducir la gestión 
centralista del Estado y a aumentar la capacidad 
ciudadana de votar por candidatos alternativos a 
los de los partidos políticos.

En el Reglamento Parcial de la Ley Orgánica 
del Régimen Municipal de noviembre de 1990 
se entendía la participación comunitaria como 
un mecanismo a ser usado por los ciudadanos y 

las comunidades con el objetivo de formular sus 
planteamientos ante las autoridades competentes 
y para establecer una cooperación con los orga-
nismos públicos locales en el mejoramiento de 
los servicios y demás asuntos comunitarios que 
implicaran la satisfacción de las necesidades bá-
sicas de la población. También es significativo 
recordar que en 1994 fue aprobada la Ley Orgá-
nica de Justicia de Paz, mediante la cual se crea-
ban “espacios de conciliación y acuerdo en los 
espacios más ‘íntimos’ de la ciudadanía como son 
las vecindades” (González Marregot 2007, p.3). 
Por lo tanto, desde el Estado se estaba intentando 
reglamentar la participación de la comunidad en 
los asuntos públicos. En este sentido, la tensión 
entre la participación autónoma y los intentos de 
cooptación de la participación por parte del Es-
tado han estado presentes por mucho tiempo en 
la sociedad venezolana.

2. La democracia participativa
en la Constitución de 1999

Para fines de la década de los noventa, trece paí-
ses de América Latina habían incorporado en sus 
respectivas constituciones artículos y regulacio-
nes sobre diferentes mecanismos y procedimien-
tos para el ejercicio de la democracia directa y 
participativa. Venezuela por su parte, aprueba en 
diciembre de 1999 mediante referendo la Consti-
tución Bolivariana de la República de Venezuela, 
en donde se encuentran los elementos fundacio-
nales para el desarrollo de la democracia ‘parti-
cipativa y protagónica’. Así desde sus primeros 
artículos se define el carácter participativo del 
ejercicio de gobierno, inaugurando un nuevo 
ciclo para la participación. García-Guadilla  se-
ñala que la Constitución de 1999 representó un 
avance en la promoción de nuevos espacios-
constituidos en la sociedad, especialmente, para 
la participación y cogestión en asuntos públicos: 
“En las Mesas de Participación que organizó SI-
NERGIA para el proceso constituyente, hubo 
más de 200 organizaciones sociales civiles que par-
ticiparon con 644 propuestas, el 50% de las cuales 
fueron incorporadas a esta Carta Magna. A partir 
de este evento la sociedad civil y sus organizacio-
nes son reconocidas en el articulado de la Cons-
titución Bolivariana como actores sociales con 
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responsabilidades y además es la primera vez en 
Venezuela que una Constitución refiere al térmi-
no ‘Sociedad Civil’” (Garcia-Guadilla 2002, p.??).

Durante la primera década del siglo XXI hubo 
mucho debate y reevaluación en torno al concep-
to de sociedad civil organizada. Hubo intentos 
por clarificar, precisar y delimitar el concepto de 
las organizaciones sociales civiles así como sus 
espacios de acción o incidencia. La definición 
más conocida es la que alude a aquellas organiza-
ciones que se movilizan activamente y recurren a 
la participación ciudadana en defensa de sus in-
tereses sociales así como también en defensa de 
los derechos humanosn (García-Guadilla 2008).

La Constitución de 1999 plasmó en su texto una 
variedad de dinámicas de participación que co-
rresponden a los diferentes niveles de gobierno. 
Hoy en día la formalización de la participación 
ciudadana como recurso para el ejercicio del po-
der público, ha ido más allá de lo pautado en ésta 
Constitución. En los últimos años se ha presen-
ciado altos grados de expansión de la participa-
ción ciudadana o del involucramiento de ésta en 
la esfera pública, lo que se ha venido expresando 
tanto a través de las diferentes formas legales y 
técnicas presentes en la Constitución, como a tra-
vés de otras formas de organización promovidas 
desde el gobierno con el objetivo explícito de que 
formen parte de su base de apoyo social y políti-
co (Gomez 2010).

La participación ciudadana es definida en la Cons-
titución de 1999 como la forma en que la colecti-
vidad toma parte activa en la gestión pública. El 
municipio constituye la unidad político-adminis-
trativa primaria de la organización social y territo-
rial del país y es en este nivel que la Constitución 
insta a incorporar a los ciudadanos al proceso de 
definición, ejecución, control y evaluación de la 
gestión pública. La descentralización, por tanto, se 
constituye en la palanca que impulsa y promueve 
la participación en el desarrollo local y regional. 
Así se entiende que la participación es un derecho 
que tienen los ciudadanos de estar informados, de 
elaborar propuestas, identificar prioridades, ejecu-
tarlas, evaluarlas y recomendar formas de organi-
zación que incidan en la construcción, gestión y 
control de las políticas públicas. Al reconocer este 

derecho la Constitución da las garantías necesarias 
para su ejercicio. Reconocimiento este, que estuvo 
dirigido a fortalecer la democracia venezolana.

El ‘poder soberano’ tiene un peso significativo y 
su función es hacer realidad la corresponsabili-
dad entre el Estado y la sociedad en el ámbito de 
las políticas públicas. En este sentido, se amplía la 
concepción de la participación ciudadana que va 
desde el ámbito político y social, pasando por el 
económico hasta llegar al de la seguridad y defen-
sa de la nación.

Respecto a la participación entendida tan amplia-
mente, Jácome señala que quedó claro que la in-
tención era despartididizar a la sociedad y crear 
una serie de dispositivos para el ejercicio de la 
participación ‘protagónica’ que transcendieran 
la arena político-partidista abarcando lo social y 
lo económico (Jácome 2007 y 2010). El objeti-
vo, a largo plazo, estaba dirigido a la edificación 
de una democracia participativa que eclipsara a 
la democracia representativa no que la comple-
mentara.1 El paradigma que se desprende de la 
Carta Magna de 1999, fundamenta o signa el paso 
de la democracia representativa a la directa y par-
ticipativa al tiempo que establece las bases para 
la participación ciudadana en la gestión pública, 
concediéndole al Ejecutivo el papel para su pro-
moción, organización y control.

Con base en el marco de los principios que al 
respecto de la participación se establecen en esta 
Constitución se inicia la discusión y aprobación 
de diversas leyes que tienen como objetivo prin-
cipal crear diferentes dispositivos para orientar a 
la sociedad y sus instituciones y materializar esta 
nueva concepción de participación. Se comienzan 
a diseñar espacios formales a través de los cuales 
se ejerza la participación de las organizaciones 
comunitarias en la planificación y evaluación de 
los proyectos municipales buscando fortalecer el 

1. Véase para más detalles, Gómez y otros 2010, poniendo a 
un lado los mecanismos que tradicionalmente forman parte 
de la democracia directa y que son entendidos, generalmen-
te, por la literatura clásica de la Ciencia Política que estudia 
este aspecto de la democracia, como los procesos refrenda-
rios, las revocatorias de mandatos y otros que requieren de 
votación universal sea local, regional o nacional.
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poder popular en este nivel. Entre las primeras 
figuras creadas están los Consejos Locales de Pla-
nificación Pública, los Consejos Estadales de Pla-
nificación y Coordinación de Políticas Públicas y 
los CC. Todos estos mecanismos fueron creados 
en el marco de las leyes orgánicas de Planifica-
ción, de la Administración Financiera del Sector 
Público sobre el Sistema Presupuestario y de la 
Ley de la Administración Pública. Este marco le-
gal fue aprobado entre 2001 y 2006, quedando 
pendiente, entre tantas otras leyes, la Ley de Par-
ticipación Ciudadana.

El reconocimiento y empuje que hace esta Cons-
titución de las diferentes formas de participa-
ción ciudadana, no es más que el resultado de un 
proceso que venía impulsando la sociedad desde 
tiempo atrás(Lopez 2011). Sin embargo, la no-
ción de que el Estado debe reconocer al resto de 
los actores sociales como corresponsables en los 
procesos de toma de decisiones públicas con los 
objetivos de reducir los grados de centralización 
y abrir espacios a la deliberación y a la evalua-
ción de la gestión pública, es un logro, aunque 
sea simplemente discursivo, si consideramos que 
la sociedad venía experimentando un proceso de 
reducción de la participación política.

La democracia participativa se tradujo en nue-
vos espacios de interacción creando canales de 
comunicación directos o cuasi directos entre los 
ciudadanos y el Estado y promoviendo la coop-
tación de la participación con el objeto de poder 
canalizar y regular posibles conflictos sociales.

Al espacio tradicional de interacción de la demo-
cracia representativa como lo es el ámbito parla-

mentario de representación nacional y regional, la 
democracia participativa agregó otros espacios que 
privilegian la dimensión territorial frente a la di-
mensión funcional. El reparto de las competencias 
públicas resultaba bastante evidente: El primer es-
pacio tiene como tarea la producción de leyes y el 
segundo la producción de políticas públicas loca-
les. La reglamentación de ambos casos expresa la 
perspectiva de que los espacios locales deben ser el 
centro de la participación donde la ciudadanía po-
drá participar activamente en el proceso de gestión 
de las políticas públicas.

La Constitución establece los recursos dispo-
nibles para el ejercicio directo e indirecto de la 
participación y del protagonismo del pueblo en 
el ejercicio de su soberanía. En lo político es-
tán la elección de cargos públicos, el referendo, 
la consulta popular, la revocatoria del mandato, 
las iniciativas legislativa, constitucional y cons-
tituyente, el cabildo abierto y la asamblea de 
ciudadanos y ciudadanas cuyas decisiones serán 
de carácter vinculante, en lo social y económi-
co, están las instancias de atención ciudadana, 
la autogestión, la cogestión, las cooperativas en 
todas sus formas incluyendo las de carácter fi-
nanciero, las cajas de ahorro, la empresa comu-
nitaria y demás formas asociativas guiadas por 
los valores de la mutua cooperación y la solida-
ridad (Artículo 70).

El cuadro  1 muestra un resumen de los formatos 
constitucionales para la participación a partir del 
cruce de las dos variables que define la constitu-
ción para la participación. Resalta la omisión a 
nivel constitucional de mecanismos para el ejerci-
cio directo de la gestión de gobierno.

Tipos Formulación      Ejecución Control

Directa Cabildo abierto, Asamblea de Ciudadanos 
y Ciudadanas, entre otras.

  Cabildos Abiertos, Asamblea de 
Ciudadanos y Ciudadanas, entre otras.

Indirecta Referendos, consulta popular, iniciativas 
legislativas, constitucionales y constituyentes.

A través de sus 
representantes electos.

Elecciones, referendos, consulta 
popular, iniciativas revocatorias, 
legislativas, constitucionales y 
constituyentes.

Cuadro 1

 Tipología de la participación ciudadana según la Constitución de 1999
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La Asamblea de Ciudadanos y el Cabildo Abier-
to son los mecanismos fundamentales para el 
ejercicio directo de la participación, aunque no 
hay definiciones a este nivel de dichas instancias 
participativas, ni se desarrollan sus fundamentos 
ni principios. Ocurre lo contrario con las formas 
indirectas de participación, las cuales quedan bien 
establecidas en todo el articulado constitucional: 
referendo popular, elección de representantes 
(Presidente de la República, Diputados al Par-
lamento, Ejecutivos y Legislativos Regionales  y 
municipales).

Como hemos señalado, quedó claro que la defi-
nición de democracia participativa implícita en la 
perspectiva constitucional se refiere a la partici-
pación directa de los ciudadanos en tres momen-
tos de la gestión pública, esto es: la participación 
a través de su voz, opinión y acción, de forma 
presencial y sin representación. Los mecanis-
mos esbozados se caracterizan también por su 
carácter micro-espacial, en donde la ciudadanía 
emite sus preferencias frente a otros ciudadanos,  
intercambiando argumentos y eventualmente, 
convenciendo e influenciando a otros y/o ser in-
fluenciados y convencidos.

El objetivo que persigue la democracia participa-
tiva es el autogobierno: el sistema en el cual el 
pueblo se gobierna así mismo, intentando resol-
ver el problema clásico de la democracia: la sepa-
ración entre la titularidad y el ejercicio del poder 
y las formas tradicionales de representación y re-
lación Estado/sociedad, articulados mediante los 
partidos políticos. En la democracia representati-
va, el titular del poder es el pueblo, que lo ejerce 
a través de sus representantes. Estos, a través de 
organizaciones políticas canalizan y transforman 
las demandas, estructurando y agrupando los pedi-
dos de la población. Por supuesto, también trans-
formándolos e incorporando nuevas demandas y 
conceptos. En la democracia participativa, el pue-
blo ejerce directamente la soberanía sin interme-
diarios. La intención es eliminar la intermediación 
partidista, de forma tal que el ciudadano pueda 
expresar directamente sus opiniones.

En el diseño constitucional venezolano de la de-
mocracia participativa se aprecia la ausencia de 
una estructura clara de agregación, esto es, no se 

explica cómo se pasa de niveles de participación 
micro-espaciales a niveles regionales y nacionales, 
sin perder sus cualidades definitorias. La pregun-
ta pertinente es: ¿Cómo se puede mantener el ca-
rácter participativo en comunidades extensas? Si 
bien es cierto que este problema se encuentra en 
los ideales mismos de la democracia, en la Cons-
titución de 1999 queda plasmada como propues-
ta y mandato, sin que muestre posible solución ni 
ruta de navegación.

2.1 Primera etapa de la Democracia 
Participativa 2000 – 2005

Los Consejos Locales de 
Planificación Pública: El territorio 
como espacio para la acción colectiva

Uno de los cambios significativos plasmados en 
la Constitución fue la sustitución del Congreso 
Nacional bicameral (Diputados y Senadores) por 
una Asamblea Nacional unicameral con  lo cual 
se eliminó el espacio de representación regional 
aun cuando la estructura federal de la república se 
mantiene (Art. 4). En su defecto, se crea el Con-
sejo Federal de Gobierno como órgano encarga-
do de la planificación y coordinación de políticas 
para el desarrollo del proceso de descentraliza-
ción y transferencia de competencias del Poder 
Nacional a los Estados y Municipios (Art. 185). 
Este espacio institucional está integrado por re-
presentantes del ejecutivo nacional (vicepresi-
dente ejecutivo y ministros), los gobernadores y 
un alcalde por cada estado, junto a representantes 
de la sociedad civil. Se crean los Consejos Esta-
dales de Coordinación y Planificación de Políticas 
Públicas (Art. 166) y Consejos Locales de Planifi-
cación Pública (Art.182).

Los Consejos Locales de Planificación Públi-
ca son los primero dispositivos creados para la 
participación a nivel local. Los Consejos Loca-
les de Planificación Pública (CLPP) tenían como 
función desarrollar espacios de interacción entre 
los representantes de los partidos políticos, los 
funcionarios del gobierno regional y local y los 
representantes de la sociedad civil organizada. En 
estos espacios se concibieron los CC entendidos 
como uno de los mecanismos ‘abiertos y flexi-
bles’ que establece la Constitución en su artículo 
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184 y promovidos desde los CLPP con el fin de 
transferir a las comunidades la gestión de los ser-
vicios sociales y crear espacios para la participa-
ción en la formulación, ejecución y evaluación de 
programas sociales y económicos de desarrollo 
municipal para dar respuestas a las necesidades 
más apremiantes de las comunidades.

Estos espacios formaron parte del Sistema de 
Planificación Nacional del país definido en la Ley 
Orgánica de Planificación sancionada en 2002. 
Amparados en la Ley de los CLPP, muchas co-
munidades iniciaron un proceso dirigido hacia la 
promoción y conformación de CC sin que estu-
viesen claras las normas legales para su instru-
mentación y legalización de su funcionamiento. 
Se entendió que los CC dependerían del CLPP. 
Pero como veremos más adelante ello no fue así.

La ley sancionada en el año 2002 que regula estos 
espacios, establecía que el CLPP debía promover 
una red de consejos parroquiales y comunales en 
todos los espacios de la sociedad civil para que se 
convirtiesen núcleos de la participación y prota-
gonismo de la ciudadanía en la formulación, eje-
cución, control y evaluación de las políticas públi-
cas. Los CC se incorporarían a los CLPP a través 
de sus voceros y de allí en el Sistema Nacional 
de Planificación, dando así una primera ruta para 
transcender la democracia participativa micro-
espacial. Los CC se incoporaban en los CLPP, y 
estos as u vez en los Consejos Estadales de Pla-
nificación y Coordinación de Políticas Públicas 
CEPCPP (instancias equivalentes a los CLPP a 
nivel de Estados). Los CEPCPP se integrarían a 
su vez en el Consejo Federal de Gobierno.

En esta estructura piramidal de la organización 
las posibilidades reales de participación se desva-
necen en cuanto se alejan del nivel comunitario 
(micro-espacial) quedando la dinámica partici-
pativa de los CLPP diluida en la representación. 
En este sentido, los CLPP estaban integrados por 
los representantes electos mediante voto popular 
(sistema democrático representativo), represen-
tantes de las comunidades y otras organizaciones 
sociales (participación directa).

En esta etapa inicial, los CC estaban concebidos 
como instancias participativas subordinadas a los 

CLPP, dependiendo económica y técnicamente 
de los mismos, y por tanto, de la orientación de las 
mayorías municipales expresadas en la elección 
de alcaldes, concejales y juntas parroquiales. Para 
el momento de la creación, promoción y puesta 
en funcionamiento de estos espacios (CLPP), la 
mayoría de las alcaldías y juntas parroquiales del 
país estaban en manos de los partidos oficialistas. 
Aun así, éstos no lograron la relevancia que se 
esperaba que tuvieran y luego de establecida su 
obligatoriedad de funcionamiento en los munici-
pios, los actores sociales y políticos no desperta-
ron interés alguno en participar en o a través de 
ellos, sólo muy pocos de los que se instalaron, 
funcionaron.

El comportamiento histórico político electoral a 
nivel local ha estado caracterizado por una gran 
abstención. Las elecciones municipales de 2000 tu-
vieron la participación más baja habida en este tipo 
de sufragios, cuando sólo 24% de los inscritos acu-
dió a votar. Por su parte, en las celebradas en 2005, 
32% de los votantes ejercieron su derecho al voto. 
Ello a pesar de que es en el ámbito municipal, en 
donde se espera que la participación ciudadana sea 
en el elemento fundamental de la gestión pública, 
ya que se estrechan las distancias entre el Estado y 
el ciudadano, entre éste y las decisiones que atañen 
directamente su vida cotidiana y la de su comuni-
dad. La importancia de estas elecciones radica en 
que se eligen a los funcionarios responsables del 
funcionamiento de las alcaldías, juntas parroquia-
les y prefecturas que son los espacios propios para 
el ejercicio de la corresponsabilidad de las acciones 
públicas en este nivel de gobierno. La participa-
ción organizada, a través de los CLPP, debió ser 
entendida como un mecanismo de inclusión en el 
proceso de toma de decisiones de la gestión pú-
blica del municipio pero los electores al darle tan 
poca importancia a estas elecciones, manifestaron 
el poco valor que le dan al ejercicio de la ciudada-
nía en este nivel de gobierno.

El fracaso de estos espacios pudo haberse debido, 
entre otras cuestiones, a la precariedad organizativa 
de las agrupaciones sociales lo que hizo que fuese 
imposible cumplir con los requisitos que imponía 
la Ley, a la débil representatividad de las mismas, a 
la falta de incentivos que justificaran la inversión de 
tiempo, así como a la falta de legitimidad social y 
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política del municipio. Por otro lado, las funciones 
de estas instancias competían y se superponían con 
otros espacios participativos en los cuales sus au-
toridades o responsables son electas por votación 
directa y universal y por último a las rigideces que 
imponía la Ley que los regula.

Cuando la Ley definió y reguló el funcionamiento 
de los CLPP está de alguna manera, imponien-
do un modelo de intervención del Estado en la 
sociedad que busca articular las distintas esferas 
del territorio a través de un esquema jerárquico, 
vertical, centralista y autoritario, en el que el eje 
articulador viene dado por la planificación y no 
por la participación. El eje es técnico no social ni 
siquiera político, y en donde se limita al máximo 
la innovación y creación de formas novedosas de 
participación y evaluación de la gestión munici-
pal que emerjan directamente de las diferentes 
experiencias de las comunidades. En estas condi-
ciones, es muy difícil articular y viabilizar un pro-
yecto político municipal sustentable de carácter 
colectivo y que la gente lo perciba como suyo.2

Entre algunas de las limitaciones detectadas en su 
oportunidad, que conspiraron en contra del éxi-
to de estos dispositivos se señalaron: la ausencia 
de voluntad política por parte de los funcionarios 
municipales para llevar adelante esta práctica, las 
condiciones sociales de muchos de los munici-
pios hizo que se privilegiaran otros asuntos, hubo 
falta de información y promoción de la partici-
pación ciudadana a través de estas instancias así 
como también falta de compromiso, mucha apa-
tía y desconocimiento del funcionamiento y ob-
jetivos de los CLPP.

Luego de la reforma de la Ley que los regula, los 
CLPP quedaron muy disminuidos, al punto de 
que el cumplimiento de sus funciones deberá ser 
supervisado y controlado por otros dispositivos 
creados más tarde: los Consejos Comunales.

2.2 Segunda etapa 2006-2014: 

La primacía de los Consejos Comunales 
como espacios de participación

El gobierno de Hugo Chávez continuó realizan-
do cambios institucionales, apoyados o no en la 

Constitución de 1999, con la intención declarada 
de modificar la arquitectura del Estado de Dere-
cho para lograr  la transformación de las condi-
ciones sociales de vida de la mayoría del país. Uno 
de los mecanismos seleccionado para ello fue la 
creación de espacios institucionales comunitarios 
para el ejercicio de la participación directa en los 
asuntos públicos. En lo que sigue se presenta,en 
el primer aparte, a los CC, como los espacios más 
emblemáticos de participación creados en 2006, 
año de las elecciones presidenciales; en el segun-
do aparte, se expone brevemente el contenido del 
paquete de leyes del poder popular aprobados en 
2010 y por último se muestra cuál ha sido la res-
puesta social y política a este nueva arquitectura 
institucional.

2.2.1 Creación de los Consejos 
Comunales 2006

La base legal para la creación de los CC se en-
cuentra en la Ley Orgánica del Poder Público 
Municipal de junio de 2005, en donde se esta-
blece que éstos son espacios públicos de parti-
cipación, sus funciones se complementan para 
el ejercicio del poder popular y forman parte del 
sistema nacional de planificación. A través de los 
CC se profundizaría la descentralización y trans-
ferencia de servicios, recursos, funciones relacio-
nadas con el desarrollo regional, local y comunal, 
dirigidas, principalmente, a darle respuestas a las 
necesidades más apremiantes de las comunida-
des. Los CC tendrán que formular propuestas de 
inversión, ejecutarlas, evaluarlas y ejercer el con-
trol de obras, de programas sociales, de empresas 
públicas, del funcionamiento de cooperativas y 
otras formas asociativas así como también, ge-
nerar procesos dirigidos hacia la autogestión y 
cogestión, entre otras funciones.3

2. Sin embargo y pese a ello, los CLPP fueron instalados 
en el 87% de los municipios del país; 9 de las 23 entidades 
federales más el Distrito Capital, completaron la instalación 
de los mismos, pero muy pocos funcionaron.
3. Ha sido ampliamente comentado que el Artículo 184 de 
la Constitución de 1999, no menciona a los CC como es-
pacios de participación y protagonismo popular, así como 
tampoco nuevos sujetos de descentralización. Sin embargo, 
el articulado hace referencia a la participación de las comu-
nidades y grupos vecinales organizados.
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A principios del año 2006 se inicia la reforma de 
la Ley de los CLPP, en la cual se redefinen los 
vínculos entre estas figuras y los CC así como los 
objetivos de cada una de ellas. A los CLPP se le 
reducen sus funciones y sus objetivos y quedan 
supeditados a los CC. En marzo de ese mismo 
año, la Asamblea Nacional aprueba, en prime-
ra discusión, la Ley Especial de los CC. El 7 de 
abril de 2006 fue sancionada la Ley de los CC. 
Ese mismo año, el Ejecutivo Nacional formula 
el Proyecto Nacional Simón Bolívar, en donde se 
expresa claramente que las organizaciones socia-
les de carácter civil no son autónomas y deberán 
estar siempre vinculadas al Estado.

Esta Ley define a los CC como instancias de par-
ticipación, articulación e integración de las diver-
sas organizaciones comunitarias con el objetivo 
de ejercer directamente la gestión, formulación y 
ejecución de los proyectos orientados a respon-
der a las necesidades de las comunidades. Son 
espacios, en donde las comunidades organizadas 
activaran la democracia directa. Los CC están por 
encima de los poderes establecidos y sus alcan-
ces, contradictoriamente, están sujetos a los que 
le da la Ley que los regula. La voluntad de las 
decisiones que se tomen en su seno es entendida 
como expresión de la soberanía popular.

Los CC están conformados por la Asamblea de 
Ciudadanos, que es la máxima instancia de deci-
sión, integrada por todos los habitantes de una 
comunidad mayores de 15 años. Estas comunida-
des se definen por las relaciones sociales, cultura-
les, económicas e históricas y están conformadas 
entre 200 y 400 familias para áreas urbanas y a 
partir de 20 familias para zonas rurales (Art. 4). 
En la Asamblea de Ciudadanos se elige un con-
junto de voceros que componen el órgano eje-
cutivo, instancia que promoverá y articulará la 
participación organizada en esa comunidad (Art. 
8). Los ‘voceros’4 son los delegados de las comu-
nidades, encargados de transmitir las opiniones, 
demandas y decisiones de la comunidad directa-
mente al Ejecutivo.

Lo establecido en esta Ley desvinculó a los mu-
nicipios de su responsabilidad con los CC  y ésta 
se trasladó al Ejecutivo a través de la creación 
de la Comisión Nacional Presidencial del Poder 

Popular y las comisiones regionales y locales 
(Art. 31), designadas por la primera de estas Co-
misiones, para atender, orientar y controlar los 
CC y la organización de las comunidades, esta-
bleciendo una estructura institucional paralela e 
independiente de las instituciones delineadas en 
la Constitución de 1999, con escasas posibilida-
des de reconstrucción de las relaciones sociales 
tradicionales, es decir, sin la necesidad de con-
trastar y agregar demandas y necesidades socia-
les de las comunidades insertas en un CC con las 
demandas y necesidades de comunidades aleda-
ñas constituidas en otros CC, parroquias, muni-
cipios y estados, promoviendo una atomización 
y aislamiento institucional que crea una excesiva 
fragmentación de la sociedad. Esta forma de en-
tender la democracia participativa no trasciende 
el nivel local por lo que su alcance es limitado 
(Arenas 2010).

La Ley de los CC extiende significativamente el 
control del Ejecutivo sobre la participación des-
vinculándolos del resto de las estructuras institu-
cionales del Estado. Asimismo, amplía el control 
ideológico, al impulsar la creación y adaptación 
de una serie de instituciones orientadas a brindar 
asistencia técnica y formación política dirigida a la 
conformación y funcionamiento de los CC. Desde 
el gobierno comienza a darse un proceso de exclu-
sión política, en el que se imponen trabas a la con-
formación y legalización de CC, desconociendo de 
ésta forma la pluralidad de la sociedad. Por otro 
lado, el Ejecutivo en la voz del presidente Chávez 
insta a que desde los CC se profundice la demo-
cracia revolucionaria y se construya el socialismo.5

A partir de este momento, el gobierno comen-
zaría a vislumbrar que estos espacios de partici-
pación podrían ser el núcleo del nuevo modelo 
de Estado. Tal vez por ello se les responsabiliza 
de una gran cantidad de funciones, las cuáles van 
desde la protección de la nación ante invasiones 

4.  La Real Academia Española define vocero como: “el que 
habla en nombre de otro”.
5. Chávez, Hugo. 2010. Aló Presidente Nº 351, Ministerio 
de Comunicación e Información. http://www.avn.info.ve/
contenido/al%C3%B3-presidente-351-ch%C3%A1vez-
destacaba-organizaci%C3%B3n-popular-como-esencia-
revoluci%C3%B3n (consultado el 14-10-14)
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militares externas hasta la fiscalización de comer-
cios. Sin embargo, el aumento de las funciones 
delegadas en los CC no ha estado acompañado de 
un proceso de delimitación de sus responsabilida-
des. Se intenta transferirles funciones y competen-
cias propias del Ejecutivo o de los gobiernos regio-
nales y locales pero en la práctica solo se le delegan 
algunas tareas de ejecución y no se los toma en 
cuenta en la formulación de las políticas públicas.

Un elemento resaltante en este proceso es la in-
jerencia militar en la promoción y conformación 
de los CC y el consecuente riesgo de la militariza-
ción de la sociedad al diluir la línea divisoria entre 
lo militar de lo civil.

Los CC adquieren notoriedad extrema con el dis-
curso de juramentación de Chávez como presi-
dente electo para un segundo período presiden-
cial, el 10 de enero de 2007, cuando anunció el 
inicio de un proceso de transformaciones insti-
tucionales para avanzar hacia el “Socialismo del 
siglo XXI” y presentó los ‘cinco motores cons-
tituyentes’.6 Uno de estos motores, el quinto, se 
refiere directamente a la conformación de los CC 
entendidos como espacios para el ejercicio de la 
democracia directa (Chávez 2006).

2.2.2 Ley Orgánica de los Consejos 
Comunales 2009 y el paquete de leyes 
del Poder Popular 2010

Entre los años 2009 y 2010 se inició una apre-
surada discusión y aprobación de un conjunto 
de leyes que daría estructura al poder popular y 
despejaría el camino legal (a través de una rein-
terpretación del mandato constitucional sobre el 
desarrollo de la democracia participativa)hacia la 
construcción de un Estado comunal.

A finales de 2009 fue aprobada la Ley Orgánica 
de los CC que derogó la Ley de 2006 mediante la 
cual fueron creados y develó una preocupación 
política por ampliar la base de legitimación de la 
acción pública, por extender la corresponsabili-
dad y por generar apoyos incondicionales al ré-
gimen. La forma de entender estos espacios en 
las dos leyes es, básicamente, la misma, pero se 
pueden detectar algunas diferencias. En las dos 

leyes los CC estarían destinados a convertirse en 
el centro de la participación y el protagonismo 
ciudadano. Son definidos como instancias de 
base territorial de participación dirigidas a inte-
grar y articular las diversas organizaciones comu-
nitarias con el objeto de ejercer directamente la 
gestión de las políticas públicas, la formulación 
y ejecución de proyectos orientados a responder 
a las necesidades de las comunidades. Son dis-
positivos destinados a la construcción del poder 
popular por lo tanto son parte del poder consti-
tuyente y su conformación necesita mínimo tres 
componentes básicos: una base poblacional, una 
comunidad y un área geográfica. Están situados 
en una escala por encima de los poderes regiona-
les y locales. 

La Ley Orgánica de los CC de 2009, a diferencia 
de la Ley de 2006, le otorga a los CC personali-
dad jurídica, lo que implica que tienen derechos, 
responsabilidades penales y administrativas y sus 
miembros podrían ser considerados como fun-
cionarios públicos. Se les confiere una función di-
ferente: la construcción y establecimiento de una 
sociedad socialista. Los CC en la Ley Orgánica 
son reconocidos como la base sociopolítica sobre 
la cual se construirá el socialismo (Arts. 2 y 3) lo 
que contradice abiertamente los principios cons-
titucionales. Ese mismo año fue aprobada, en pri-
mera discusión, el Proyecto de Ley de Participa-
ción y del Poder Popular, en donde se delimitan 
los fines de la participación, claramente adscritos 
a la ideología que trata de imponer el gobierno y 
circunscrita al ámbito del Poder Popular.7 Un año 

6. 1) Propuesta de la Ley Habilitante que permitirá al Eje-
cutivo legislar sobre materias necesarias para adelantar los 
cambios necesarios hacia el socialismo; 2) Reforma a la 
Constitución de 1999 (especialmente la modificación de 
artículos económicos y políticos), 3) Jornada de Moral y 
Luces se refiere a la reforma educativa, 4) ‘Geometría del 
poder’  tiene que ver con el diseño de una nueva manera 
de distribuir los poderes político, social, económico y mili-
tar así como también planteó un cambio en la distribución 
política territorial del país; 5) Explosión revolucionaria del 
poder comunal  (www.minci.gov.ve. 2006).
7. El artículo 4 de este Proyecto de Ley señala que la parti-
cipación tiene como fin principal, “lograr el fortalecimiento 
del poder popular, en función de consolidar la democracia 
protagónica revolucionaria y construir las bases de la socie-
dad socialista, de equidad y justicia social.”
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más tarde, en marzo de 2010, se decretó la Ley 
y Reglamento del Consejo Federal de Gobierno, 
en donde se expresa, una vez más, que la socie-
dad civil organizada forma parte del concepto 
del poder popular que maneja el gobierno8.

En diciembre de 2010 fue aprobado un paquete 
de cinco leyes relativas al poder popular, al Es-
tado Comunal y al sistema económico comunal. 
Estas leyes, conjuntamente con las anteriores, 
implican un nuevo cambio en la visión del go-
bierno sobre la participación a través de los CC y 
en la concepción de Estado, al estar orientadas a 
la construcción de las bases de la sociedad socia-
lista entendida como un nuevo modelo político, 
social, cultural y económico, inspirado en la doc-
trina del Libertador Simón Bolívar y tienen como 
finalidad promover y fortalecer la organización 
del pueblo, en función de consolidar la democra-
cia protagónica revolucionaria.

En este proceso de aprobación apresurada por 
parte de la Asamblea Nacional, vale la pena resal-
tar algunos elementos. El primero de ellos tiene 
que ver con que el modelo de Estado y sociedad 
planteado en estas leyes había sido rechazado en 
el Referendo de Reforma Constitucional celebra-
do en diciembre de 2007,9 el cual no podía ser 
presentado por segunda vez en un mismo pe-
ríodo constitucional.10 Según Reyna/D’Elia, un 
número importante de los planteamientos recha-
zados en la propuesta de Reforma Constitucio-
nal fueron aprobados por la Asamblea Nacional, 
entre éstos están las conocidas como leyes del 
poder popular (Reyna y D’Elia 2011).

El segundo elemento, refiere que la Asamblea 
Nacional, cuando aprueba el paquete de las 
cinco  leyes del poder popular, se encontraba 
próxima a vencerse su período, inclusive, ya se 
habían celebrado las elecciones parlamentarias, 
en las que la oposición había logrado, a través 
de la Mesa de la Unidad Democrática (MUD) 
y junto con el partido Patria Para Todos (PPT), 
que para ese momento habría expresado su disi-
dencia con el oficialismo, obtener más del 50% 
de los votos,11 frente al oficialismo y su alianza 
(Partido Socialista Unido de Venezuela, PSUV), 
pero no tomarían posesión sino hasta la prime-
ra semana de enero de 2011. Sin embargo, en 

un esfuerzo por dejar sentadas las bases para el 
“nuevo modelo de estado comunal” promocio-
nado por el gobierno, fueron aprobadas, con 
carácter de leyes orgánicas, en la última jornada 
de la Asamblea Nacional saliente del mes de di-
ciembre de 2010 antes de entregar el mandato a 
los nuevos legisladores.

El tercer elemento es que con estas leyes el go-
bierno avanzó en la identificación ideológica 
partidista de los espacios de participación recién 

8. El artículo 3 de esta Ley define a la sociedad organizada 
como la “constituida por consejos comunales, consejos de 
trabajadores y trabajadoras, de campesinos, de pescadores y 
pescadoras, comunas y cualquier otra organización de base 
del Poder Popular debidamente registrada en el Ministerio del 
Poder Popular con competencia en materia de participación 
ciudadana (Reglamento de la Ley del Consejo Federal de Go-
bierno2010).
9. Los resultados de la votación se encuentran publicados 
en: http://www.cne.gob.ve/divulgacion_referendo_reforma/
Vale la pena destacar que aún el Consejo Nacional Electoral 
(CNE) no ha publicado el 100% de los resultados de esta 
elección, solo ha contabilizado cerca de 98% de las actas. 
Resalta que a diferencia del resto de los resultados electo-
rales publicados por el CNE, en esta elección no hay infor-
mación sobre el número total de electores habilitados para 
ejercer el derecho al voto, ni los porcentajes de abstención, 
ni votos nulos, entre otros datos.
10. V. Artículo 345 de la Constitución de 1999.
11. Los sectores de oposición (MUD y sus aliados) más los 
sectores disidentes (PPT), habrían logrado por lo menos el 
50,3% de los votos, no obstante, obtendrían 40,7% de los 
escaños, mientras el PSUV obtendría el 59,3% de los pues-
tos con el 48,3% de los votos.

Partidos	 Votos	 %

MUD y aliados	 5.334.309	 47,2

PPT	  354,677 	 3,1

PSUV y aliados	 5.460.231	 48,3

Otros	  159,928 	 1,4

Total	 11.309.145	 100

Abstención y votos nulos	 6.181.733	 35,3

Electores	 17.490.878	 100 

Cuadro 2

Nota: Resultados del voto lista para elección de diputados a la 
Asamblea Nacional.
Fuente: Consejo Nacional Electoral. Cálculos propios.

Elecciones parlamentarias 
Venezuela 2010
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creados.12 Un ejemplo de esto queda plasmado en 
el llamado que hizo  la ministra del Poder Popular 
para las comunas y protección social en enero de 
2009, cuando convocó a los CC a participar acti-
vamente en la campaña por el ‘Si’ de la Enmienda 
Constitucional a celebrarse ese año, lo que per-
mitiría la denominada reelección continua: “A 
partir de este momento, cada Consejo Comunal, 
se constituye en un comité por el Sí. Es un ór-
gano del poder. Todos deben ser organizaciones 
para la batalla del Sí. Comités de tierras, mesas de 
energía, mesas de telecomunicaciones son comi-
tés por el Sí”13. 

Un cuarto elemento tiene que ver con que la co-
muna tiene origen en los CC que son los respon-
sables, junto al Ministerio del Poder Popular para 
las Comunas, de su constitución. Sin embargo, 
una vez constituido este nuevo espacio, los CC 
pierden su rol en el ejercicio del “autogobierno” 
y pasan a ser supeditados a las Comunas, con-
sideradas como las células de conformación del 
estado comunal. En las definiciones legales, los 
CC son reconocidos como espacios de partici-
pación y la comuna es definida como un espacio 
socialista orientado al desarrollo y ejecución del 
Plan de Desarrollo Económico y Social de la Na-
ción; plan que formula el Ejecutivo. Es claro que 
las nuevas leyes disminuyen la importancia de los 
CC y por tanto de la participación que se daba 
en estos espacios, mientras se le aumentaban sus 
responsabilidades y funciones. Queda claro que 
bajo este esquema es muy difícil desarrollar la 
democracia participativa más allá de los niveles 
micro-espaciales, razón por la cual las comunas 
están constituidas por mecanismos de represen-
tación, pero mediante formatos que no garanti-
zan el cumplimiento de la voluntad de la mayoría, 
ni mucho menos la representación de los distin-
tos sectores que hacen vida en las comunidades, 
es decir, que se está desarrollando un modelo de 
representación no democrática. 

En estos espacios no es reconocido el meca-
nismo de expresión de la voluntad popular del 
voto, así como tampoco a otras organizaciones 
autónomas ni plurales, sino que solo se recono-
cen a los CC y organizaciones socio-productivas 
impulsadas por el ejecutivo (Art. 1 Ley Orgánica 
del Sistema Económico Comunal). En este sen-

tido, estos dispositivos no son democráticos, ya 
que no se crean a partir del voto popular sino 
como imposiciones del ejecutivo. Esto había 
sido propuesto en la fallida reforma constitu-
cional de 2007.

Un quinto elemento a destacar es el intento de 
proponer, a través de estas leyes, una alternati-
va de agregación para pasar de instancias micro-
espaciales al nivel nacional, a través de una nueva 
estructura distinta a los niveles del poder público 
establecidos constitucionalmente, a saber, muni-
cipal, estatal y nacional. En esta nueva estructu-
ra, el Estado Comunal, se conformaría a partir 
de las Comunas las cuales se pueden agregar en 
Ciudades Comunales, en Federaciones Comu-
nales (agregación de Ciudades Comunales), en 
Confederaciones Comunales (agregación de Fe-
deraciones Comunales), con el objeto de ampliar 
y fortalecer la acción del autogobierno comunal 
(Artículo 57 de la Ley Orgánica de las Comunas), 
aunque los mecanismos para la ejecución de este 
proceso de agregación no han sido definidos. Lo 
que si queda claro es que esta agregación, lejos de 
establecerse de forma autónoma, es potestad del 
Ejecutivo lo que pareciera contradice el principio 
de autogobierno.

Un sexto elemento viene dado por las potesta-
des de carácter legislativo (Parlamento Comunal) 
y ejecutivo (Consejo Ejecutivo) que le da la Ley 
a las Comunas en su artículo 6 que establece que 
éstas pueden ejercer lo que se denomina la justi-
cia comunal entendida como “un medio alterna-
tivo de justicia que promueve el arbitraje, la con-
ciliación, la mediación y cualquier otra forma de 
solución de conflictos, ante situaciones derivadas 

12. Además de los CC se creó un nuevo espacio institucio-
nal llamado comuna y la Ley la define una entidad local inte-
grada por varias comunidades vecinas con historia y rasgos 
culturales compartidos que ocupan un territorio en el cual 
desarrollan actividades productivas, ejercen la soberanía y la 
participación protagónica en concordancia con un régimen 
de producción social y el modelo de desarrollo endógeno y 
sustentable (V. Artículo 5, Ley Orgánica de las comunas).
13. Faría, Erika. 2009. Popular para las Comunas y Protec-
ción Social: Poder popular se organiza para dar batalla por 
el sí. Ministerio del Poder Popular para la Participación y 
Protección Social [en línea]  <http://www.mps.gob.ve/sa-
fonacc/index.php?option=com_content&task=view&id=
20&Itemid=28 [consultado el: 14-10-14].
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directamente del ejercicio del derecho a la partici-
pación y a la convivencia comunal”. El Presidente 
Maduro ha propuesto añadirle otro poder, el elec-
toral como parte de este andamiaje comunal.14

Este aspecto es de especial interés, pues el sistema 
electoral, en su política de acercar el poder elec-
toral a los electores, ha abierto nuevos centros 
electorales con el fin de desconcentrar los centros 
electorales y agilizar el proceso de votación. Para 
esto ha incorporado a los tradicionales centros de 
votación, ubicados en escuelas, liceos y colegios 
del sistema nacional de educación, otros espacios 
como Concentraciones (ubicados en lugares muy 
alejados de los centros educativos, específicamen-
te en centros rurales de población muy dispersa y 
en situaciones precarias y de gran pobreza) y CC.

Al revisar la creación de estos nuevos centros de 
votación para las elecciones presidenciales, refe-
rendos y parlamentarias celebradas entre 2006 y 
2013 se puede observar una tendencia creciente 
hacia la creación de nuevos centros electorales 
ubicados en casas comunales (espacio físico, en 
donde funcionan los CC) y desarrollos urbanís-
ticos de la Gran Misión Vivienda. También es 
posible observar que estos centros electorales 
mantienen una tendencia del voto favorable y 
sostenida hacia el oficialismo, con niveles muy 
superiores al resultado nacional en casi la tota-
lidad de las elecciones celebradas desde el 2006. 

2.2.3 Respuesta social y política 
a la nueva arquitectura institucional

El recorrido trazado en el cambiante diseño ins-
titucional de los CC muestra la búsqueda a través 
de estos años, por parte del gobierno, del espacio 
para el ejercicio de la democracia participativa. 
Parece evidente que la lógica desarrollada en es-
tos espacios ha estado signada por el escaso co-
nocimiento y claridad que tienen los legisladores 
sobre la participación y su rol, así como por la 
implementación frecuente de ejercicios tipo en-
sayo y error. Por otro lado, los cambios habidos 
en este ámbito expresan los variados caminos por 
los que han transitado las relaciones entre el Es-
tado y la sociedad que han ido desde una pers-
pectiva semi-abierta y semi-plural que caracteriza 
la primera etapa de la democracia participativa; a 
una semi-cerrada y excluyente en la etapa poste-
rior, en la que la participación se encuentra limita-
da a la convergencia con los objetivos y proyecto 
socialista promovido desde el gobierno.

En esta sección analizamos cómo se ha desarro-
llado el posicionamiento, relación y articulación 
de la sociedad con las propuestas de organización 
de la participación adelantadas por el Estado a 

Año	 Elección	 Número	 Número	 Electores	 Votos	 %	 Votos	 %	 Votos	 %	 Votos
		  de centros	 de mesas		  oficialismo		  oposición		  otros		  Totales

2006	  Presidencial 	 29	 56	 23.832	 12.287	 70,1	 5.205	 29,7	 45	 0,3	 17.537

2007	  Referendo 	 33	 61	 24.787	 7.941	 51,2	 7.556	 48,8	 -	 0,0	 15.497

2009	  Referendo 	 37	 64	 25.877	 10.357	 56,3	 8.043	 43,7	 -	 0,0	 18.400

2010	  Parlamentaria 	 72	 103	 38.305	 14.209	 53,9	 9.593	 36,4	 2.542	 9,6	 26.344

2012	  Presidencial 	 119	 158	 54.985	 31.504	 67,9	 14.571	 31,4	 294	 0,6	 46.369

2013	  Presidencial 	 119	 158	 54.985	 29.228	 63,0	 16.980	 36,6	  175 	 0,4	 46.383

14. Carquez, Celina. 2014. El Poder Electoral Comunal aún está 
por definirse. www.el-nacional.com/politica/poder-electoral-
comunal-definirse_0_333566836.html (consultado el 14-10-14).

Cuadro 3

Nota: Cuenta de Centros electorales cuyos nombres contienen la palabra “Comunal”.
Fuente: Consejo Nacional Electoral. Cálculos propios.

Centros electorales ubicados en espacios comunales. 
Venezuela 2006–2013
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través de los CC. Se trata de analizar la respuesta 
sociopolítica a este diseño institucional. 

Uno de los elementos más peligrosos de la pers-
pectiva vigente del gobierno sobre los CC es que 
los concibe como los espacios legítimos para la 
participación y expresión de la voluntad popular, 
de forma tal que las otras organizaciones están 
obligadas a integrarse en estos espacios perdien-
do su autonomía y capacidad de representación 
de la especificidad de los intereses que le dan sen-
tido, para diluirse en una difusa ‘voluntad gene-
ral’, definida por el gobierno15.

Este tránsito ha partido de la promoción de la 
participación semi-autónoma, hasta llegar al con-
trol casi absoluto de todos los espacios de par-
ticipación, mediante la promoción, creación y 
tutelaje de éstos por parte del Ejecutivo. La con-
formación legal de los CC deben, por Ley, estar 
avalada por el Ministerio para las Comunas a tra-
vés la presencia física de funcionarios públicos, 
quienes autorizan y validan la primera Asamblea 
de Ciudadanos que realice el CC. Luego, el CC 
debe registrarse ante el Ministerio del Poder Po-
pular para las Comunas, para adquirir personali-
dad jurídica, que es lo que los habilita para recibir 
recursos y ejecutar proyectos.16 Una vez cumpli-
dos los pasos anteriores, los proyectos formula-
dos por el CC, deben ajustarse el plan de desa-
rrollo comunal y éste a su vez la Ley del Plan de la 
Patria. Segundo Plan Socialista de Desarrollo Económico 
y Social de la Nación 2013-2019, que tiene como 
primer objetivo el de garantizar la continuidad y 
consolidación de la revolución bolivariana. 

Se mencionó solo un ejemplo de como una fun-
cionaria del Ejecutivo instó, durante la campaña 
para el referéndum de la enmienda constitucio-
nal de 2009, a los CC a que se dedicaran a tra-
bajar en la campaña del oficialismo. Además de 
esta función política que se le atribuye al CC es-
tán las de fiscalizar y supervisar obras públicas 
de infraestructura17, de precios18 y la inspección 
de procesos de instalación de equipos eléctricos, 
entre otras19.

En los últimos años, se observa una tendencia 
hacia el crecimiento del número de CC, ello a pe-
sar del control que ejerce el Ejecutivo sobre estos 

espacios. Según las cifras publicadas por el Censo 
de CC realizado por el Ministerio del Poder Po-
pular para las Comunas y Movimientos Sociales20, 
hay un total de 40.035 CC constituidos y registra-
dos, distribuidos por todo el territorio nacional21 

(Cuadro 5).

15. La Ley Orgánica del Poder Popular en su Artículo 1 
establece que su finalidad es desarrollar el Poder Popular 
generando las condiciones “objetivas a través de los diver-
sos medios de participación y organización establecidos en 
la Constitución de la Republica”, es decir, establecer los 
mecanismos e instancias de participación que permiten la 
expresión de dicho poder popular. Por su parte, el Artícu-
lo 8 de la misma ley define las instancias para la participa-
ción y expresión del poder popular, a saber, los “diferentes 
sistemas de agregación comunal y sus articulaciones, para 
ampliar y fortalecer la acción del autogobierno comunal: 
consejos comunales, comunas, ciudades comunales, fede-
raciones comunales, confederaciones comunales y las que, 
de conformidad con la Constitución de la Republica, la ley 
que regule la materia y su reglamento, surjan de la iniciativa 
popular”. Es en este sentido que se establecen los Consejos 
Comunales y la estructura del Estado Comunal como los 
espacios legítimos para la participación.
16. En el siguiente link se encuentran algunos  formatos para 
la realización de los distintos procesos que deben cumplir 
los CC para  registrarse y contar con el reconocimiento del 
Ejecutivo http://www.mpcomunas.gob.ve/formatos/.
17. http://www.lanacion.com.ve/infogeneral/consejos-comu
nales-deben-fiscalizar-todas-las-obras/.
18. http://www.correodelorinoco.gob.ve/regiones/consejos-
comunales-colaboraran-supervision-precios-bodegas-y-
abastos/.
19. http://www.eluniversal.com/2011/03/28/consejos-comu
nales-podran-instalar-medidores-electricos.
20. Cambió de nombre en 2013.
21. Este censo también cuantificó 1.401  comunas, 1.294 sa-
las de batalla social y 28.791 movimientos sociales. http://
consulta.mpcomunas.gob.ve/Ultima visita 03-2014.

Años	 No Consejos Comunales

Hasta marzo 2006	 1.008

Abril 2006 hasta noviembre 2009	 30.593

Diciembre 2009 en adelante	 10.101

Total	 41.702

Censo Comunal de 2013	 40.035

Cuadro 4

Fuente: Ministerio del Poder Popular para las Comunas. Cálculos 
propios.

Número de Consejos Comunales. 
Venezuela 2002-2014
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Sin embargo, la tendencia hacia el crecimiento del 
número de CC no parece estar relacionada con el 
número de participantes en estos espacios. Diver-
sas fuentes muestran un movimiento contrario 
que indica que en la medida en que aumenta el 
control sobre estos espacios, disminuye la parti-
cipación de la población. Los estudios de opinión 
realizados por el Proyecto de Opinión Pública de 

las Américas (LAPOP) muestran que entre 2007 
y 2012 la participación en CC ha descendido tan-
to en número de participantes como en su inten-
sidad (frecuencia de la participación). Efecto que 
no se limita a estos espacios, sino también a otras 
organizaciones, como juntas de mejoras para la 
comunidad (Asociaciones de vecinos), Partidos 
Políticos, entre otros ( Cuadro 5)

Año % de participación en consejos
 comunales

% de participación en juntas o comités de mejoras 
de la comunidad

Una vez al mes 
o más

Una o dos veces 
al año

Nunca Una vez al mes 
o más

Una o dos veces 
al año

Nunca

2007 27,8 7,7 64,6 25,7 9 65,4

2010 24,5 14,4 61,1 18,9 13,9 67,3

2012 19 10,2 70,8 15,5 12 72,5

Cuadro 5 

Nota: Las preguntas realizadas por el estudio Barómetro de las Américas (LAPOP) incluidas en este cuadro son: “Voy a leerle 
una lista de grupos y organizaciones. Por favor, dígame si usted asiste a las reuniones de estas organizaciones: una vez a la 
semana, una o dos veces al mes, una o dos veces al año, o nunca: ¿Reuniones de algún Consejo Comunal? ¿Reuniones de un 
comité o junta de mejoras para la comunidad?”  
* Incluye las respuestas de las casillas: “una vez a la semana”, más “una o dos veces al mes”.
Fuente: El Barómetro de las Américas por el Proyecto de Opinión Pública de América Latina (LAPOP).

Participación en Consejos Comunales y Comités de mejoras a la comunidad. 
Venezuela 2007-2012

% de participación en 
Consejos Comunales

% de participación en Partidos Políticos

Una vez al mes o más* Una o dos veces al año Nunca Total

Una vez al mes o más* 73,6 28,6 15,1 19

Una o dos veces al año 5,7 35,7 9,5 10,2

Nunca 20,7 35,7 75,4 70,7

Total 100 100 100 100

Cuadro 6 

Estadísticos: Correlación Kendall Tau-B= 0,321; Sig. = 0,000; N=1.486
Nota: Las preguntas realizadas por el estudio Barómetro de las Américas,(LAPOP), incluidas en este cuadro son: “Voy a leerle 
una lista de grupos y organizaciones. Por favor, dígame si usted asiste a las reuniones de estas organizaciones: una vez a la 
semana, una o dos veces al mes, una o dos veces al año, o nunca: ¿Reuniones de algún Consejo Comunal? ¿Reuniones de un 
partido o movimiento político?” 
* Incluye las respuestas de las casillas: “una vez a la semana”, más “una o dos veces al mes”.
Fuente: El Barómetro de las Américas por el Proyecto de Opinión Pública de América Latina (LAPOP).

Participación en Partidos Políticos y Consejos Comunales Venezuela 2012
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El Estado venezolano ha desincentivado la par-
ticipación a través de organizaciones distintas a 
los CC, negándole legitimidad y dificultando su 
trabajo.

Simultáneamente al aumento del número de CC 
y la paralela disminución de la participación, se 
puede observar un proceso de cooptación de es-
tos espacios por los partidos políticos, de forma 
tal, que quienes tienen la mayor tasa de partici-
pación son aquellos ciudadanos que participan 
intensamente en partidos políticos (v. cuadro 
6). Se observa que 73,6% de quienes participan 
frecuentemente en partidos políticos, también lo 
hacen en los CC, y a la inversa, 75,4% de quienes 
no participan en partidos políticos, tampoco lo 
hacen en los CC.22

Un elemento curioso la presencia de una dismi-
nución del apoyo a la democracia participativa en 
Venezuela, luego de la exagerada promoción rea-
lizada por el Estado, especialmente a partir de la 
promulgación de la primera ley de CC en 2006. El 
Cuadro 7 muestra que el apoyo al modelo partici-
pativo en el país se encuentra muy por debajo del 
promedio que presenta el resto de los países de la 
Región con una tendencia hacia su reducción.

Es contradictorio que la promoción de la partici-
pación tenga efectos inversos, pero esto parecie-
ra estar relacionado con la forma de democracia 
participativa promocionada, es decir, más que la 
idea participativa en abstracto, se rechaza la ma-
nera específica de su implementaciónen el país 
por el ejecutivo.

La penetración y tutelaje de la participación y su 
carácter excluyente impiden a la ciudadanía que 
desarrolle iniciativas participativas autonómicas y 
diferentes a las propuestas por el gobierno. Ello 
permea incluso a quienes participan con frecuen-
cia en los CC. El cuadro 8 muestra que el rechazo 
a la democracia participativa es mayoritario tan-
to entre quienes participan en estos mecanismos 
como lo que no lo hacen.

Es probable que el modelo de democracia parti-
cipativa impuesto en Venezuela esté en conflicto 
abierto con la democracia representativa y que 
a largo plazo exista la intención de sustituirla. 
Existen referencias del Ejecutivo y de funcio-
narios públicos dirigidas a darle fundamento a 

Apoyo a la democracia	 Promedio 
participativa			 

País	 2008	 2010	 2012

El Salvador	 3,79	 3,62	 3,89

Nicaragua	 3,87	 3,37	 3,80

Ecuador	 3,89	 3,27	 3,51

Canadá	 2,59	 3,34	 3,50

México	 3,49	 3,35	 3,49

Bolivia	 3,68	 3,28	 3,48

Paraguay	 3,48	 2,91	 3,48

Guatemala	 3,71	 3,32	 3,47

Perú	 3,41	 3,25	 3,40

Estados Unidos	 3,32	 3,30	 3,38

Honduras	 3,26	 3,62	 3,38

Chile	 3,50	 2,64	 3,24

Panamá	 3,62	 3,04	 3,10

Costa Rica	 3,26	 2,89	 3,08

Brasil	 3,04	 2,78	 3,03

República Dominicana	 3,05	 2,93	 2,98

Jamaica	 2,82	 2,53	 2,98

Colombia	 3,66	 3,20	 2,97

Haití	 3,67	 -	 2,89

Venezuela	 2,92	 2,80	 2,79

Belice	 3,62	 2,72	 2,66

Argentina	 2,39	 2,60	 2,62

Guyana	 3,57	 2,73	 2,62

Uruguay	 2,77	 2,34	 2,56

Total	 3,35	 3,05	 3,18

Cuadro 7

Nota: La pregunta realizada por el estudio Barómetro de las 
Américas (LAPOP), incluidas en este cuadro es: Ahora, vamos 
a usar una escalera similar, pero el número 1 representa “muy 
en desacuerdo” y el número 7 representa “muy de acuerdo”. 
Un número entre el 1 y el 7, representa un puntaje intermedio. 
El pueblo debe gobernar directamente y no a través de los 
representantes electos. ¿Hasta qué punto está de acuerdo o 
en desacuerdo?Promedio de casos válidos. Cálculos propios.
Fuente: El Barómetro de las Américas por el Proyecto de 
Opinión Pública de América Latina (LAPOP).

Apoyo a la democracia participativa. 
América 2008-2012

22. El Coeficiente de correlación Kendall Tau-b muestra la 
presencia de una importante relación.
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la afirmación anterior cuando señalan, palabras 
más, palabras menos que habría que desbaratar 
las gobernaciones y las alcaldías y transferirles sus 
competencias y poderes a los CC.23

La mayoría de la gente identifica la democracia 
en general con la democracia representativa,la 
que goza de una gran estima. Según LAPOP 
2012, 87,2% de la población apoya la democra-
cia, mientras 6,7% es indiferente y 6,1% está en 
desacuerdo.24 Presentar un sustituto del sistema 
político sin dar mayores detalles a la población 
va en detrimento de la idea participativa. Como 
apunta Przeworski al estudiar las transiciones 
democráticas: “El problema de la legitimidad ha 
sido planteado de manera incorrecta. Lo que im-
porta para la estabilidad de cualquier régimen no 
es la legitimidad de ese particular sistema de do-
minación, sino la presencia o ausencia de opcio-
nes preferibles” (Przeworski 1986, p.86). Se trata 
de dos procesos simultáneos e independientes: la 
legitimidad de la democracia representativa y la 
de la democracia participativa, pero que conver-
gen en un mismo escenario, en este caso, en for-
ma de conflicto. La legitimidad de la propuesta 

participativa es baja y con tendencia hacia su 
disminución, en cambio, la de la democracia en 
general (sin adjetivos) es muy alta.

El resultado de la confrontación entre un sistema 
político de amplio apoyo con referencias exitosas 
en casi todo el planeta y otro sin referencias con-
cretas25 y presentado de forma ambigua, genera 

Apoyo a la Democracia 
Participativa

¿Participa en un Consejo Comunal?

Entre 1 y 4 veces al mes* Entre 1 y 2 veces al año Nunca Total

En desacuerdo 56,5 68,7 68,5 66,3

Indiferente 11,4 8,7 13,4 12,5

De acuerdo 32,1 22,7 18,1 21,2

Total 100 100 100 100

Cuadro 8

Apoyo a la democracia participativa según participación en Consejos Comunales. 
Venezuela 2012

Estadísticos: Correlación Kendall Tau-B= -0,094; Sig. = 0,000; N=1.452
Nota: Las preguntas realizadas por el estudio Barómetro de las Américas (LAPOP), incluidas en este cuadro es: 1. Ahora, 
vamos a usar una escalera similar, pero el número 1 representa “muy en desacuerdo” y el número 7 representa “muy de acuer-
do”. Un número entre el 1 y el 7, representa un puntaje intermedio. El pueblo debe gobernar directamente y no a través de 
los representantes electos. ¿Hasta qué punto está de acuerdo o en desacuerdo?Respuestas agrupadas de la siguiente manera: 
1 a 3: “En desacuerdo”; 4: “Indiferente”; 5 a 7: “De acuerdo”. 2. Por favor, dígame si usted asiste a las reuniones de estas 
organizaciones: una vez a la semana, una o dos veces al mes, una o dos veces al año, o nunca: ¿Reuniones de algún Consejo 
Comunal? ¿Reuniones de un partido o movimiento político?”
* Incluye las respuestas de las casillas: “una vez a la semana”, más “una o dos veces al mes”. Cálculos propios.
Fuente: El Barómetro de las Américas por el Proyecto de Opinión Pública de América Latina (LAPOP).

23. El Universal. 2010. Istúriz insiste en desmontar las alcal-
días y gobernaciones. www.eluniversal.com/2010/10/17/
pol_ava_isturiz-insiste-en-d_17A4618453, consultato el 
14-10-14.
24. La pregunta es la siguiente: Ahora, vamos a usar una 
escalera similar, pero el número 1 representa “muy en de-
sacuerdo” y el número 7 representa “muy de acuerdo”. Un 
número entre el 1 y el 7, representa un puntaje intermedio. 
La otra pregunta era: puede que la democracia tenga prob-
lemas, pero es mejor que cualquier otra forma de gobierno. 
¿Hasta qué punto está de acuerdo o en desacuerdo con esta 
frase? Las respuestas agrupadas se ubicaron de la siguiente 
manera: 1 a 3: En desacuerdo; 4: Indiferente; 5 a 7: De acu-
erdo.www.LapopSurveys.org.
25. “O inventamos o erramos” es la consigna empleada por 
el gobierno al hacer referencia a la construcción del poder 
y el Estado comunal definidos como una innovación única y 
solitaria en el mundo.
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incertidumbre en la población y en esta oportuni-
dad los datos señalan que ha sido en detrimento 
de la democracia participativa.

La convergencia entre los dos modelos de de-
mocracia también puede ser no conflictiva e 
incluso cooperativa. La democracia participa-
tiva puede ser un modelo de ampliación y pro-
fundización de la democracia representativa, es 
necesario“destacar (y rescatar) en el debate aca-
démico y político la integralidad y multidimen-
sionalidad de la democracia. El carácter histórico 
concreto de la democracia realmente existente 
supone reconocer los aportes del componente 
liberal (en tanto conjunto de derechos como la 
libertad de asociación, expresión y la limitación 
de injerencia estatal) al mismo nivel que el repu-
blicano (énfasis en la formación y acción cívicas y 
la participación) o el socialista (promoción de po-
líticas sociales, defensa de la equidad como con-
dición para la calidad de cualquier democracia, 
expansión de esta última a procesos del mundo 
laboral); en tanto los tres legados se entrecruzan 
(y a menudo enfrentan) en la articulación de un 
patrimonio democrático común de nuestra civili-
zación.” (Chaguaceda/Cilano 2011, p.57).

La tensión que parece amenazar la democracia 
participativa proviene de prácticas políticas que 
pretenden borrar el legado democrático vene-
zolano, no sólo en su experiencia representativa 
sino incluso en sus antecedentes participativos 
y sustituirlo por otro cuyas referencias no están 
claras. Se refuerzan las tendencias centralista y es-
tatista que pretenden controlar la participación, 
así como desconocer espacios políticos de repre-
sentación en los que se tomaban muchas de las 
decisiones relevantes para sistema político.

La promoción del Estado comunal libera de con-
troles a las altas esferas de decisión, mientras los 
espacios comunales de toma de decisiones se va-
cían de contenido al seguir los lineamientos ema-
nados desde el poder central y juntos repiten, casi 
de forma intacta, el estatismo autoritario “término 
que puede indicar la tendencia general (…) el aca-
paramiento acentuado por el Estado del conjunto 
de las esferas de la vida económico-social articu-
lado con la decadencia decisiva de las institucio-
nes de la democracia política y con la restricción 

draconiana y multiforme de las llamadas liberta-
des formales.” (Poulantzas 1979, p.247).

Pareciera que el Ejecutivo identifica la democra-
cia participativa con la práctica del unanimísmo, 
esto es, diluir al individuo en la masa como única 
expresión de la voluntad del pueblo, siguiendo la 
peligrosa idea de la posibilidad de alcanzar la ar-
monía total de la sociedad, en la cual la voz del 
pueblo es la de la razón y es una sola.

Pareciera que existe una representación social de 
la democracia participativa que se construye so-
bre la base de un deseo de ausencia de conflicto, 
de una sociedad en la que prevalece una armonía 
de intereses, “puesto que todo el mundo coincide 
en cuestiones básicas de la política pública, en las 
elecciones no habrá probablemente oposición y 
se convertirán en meros mecanismos para garan-
tizar la rotación de las tareas administrativas. De 
este modo (…) el fin(al) de la política se habrá 
alcanzado” (Held 2006, p.172).

Comentarios finales

En la primera década del siglo XXI han germina-
do nuevas experiencias participativas, diseñadas 
a partir de un modelo de democracia participa-
tiva distinto al que se venía practicando en Ve-
nezuela. La variedad de las distintas experiencias 
participativas y su expansión obligan a organizar 
la política de manera que se entienda a la democra-
cia participativa en un sentido más amplio y que  
complemente a la democracia representativa. Pero 
como vimos no es esto lo que está sucediendo en 
Venezuela. Las prácticas que se llevan adelante en 
estos espacios no cumplen con la Ley que regula 
su funcionamiento, así como tampoco cumplen 
con los objetivos para los cuales fueron creados.

El Estado se ha mostrado institucionalmente 
ineficiente para lograr que éstos se ajusten a la 
Ley. Esta ineficiencia podría estar asociada a la 
incapacidad mostrada por los CC de vincularse 
con la gestión pública local, a la rutinización re-
volucionaria de la participación, a las limitaciones 
propias de estos dispositivos y a los altos niveles 
de desconfianza que estos espacios generan en 
sus propias comunidades. Los estudios de caso 
sobre estos espacios apuntan que las comunida-
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des se organizan en CC con el objetivo de poder 
contar con los recursos que otorga el Ejecutivo 
para mejorar la infraestructura lindante a sus vi-
viendas y los servicios públicos. Es decir, que los 
intereses comunitarios más apremiantes son los 
que modulan la participación en estas instancias. 
La participación en este nuevo micro espacio pú-
blico no es autónoma, prospera el clientelismo y 
son un objetivo del discurso político.
La Ley norma una articulación, si se quiere arti-
ficial, entre los CC con la administración pública 
central y descentralizada que trae de la mano in-
numerables conflictos relacionados con la gober-
nabilidad, la autonomía, la representatividad y la 
legitimidad de las acciones políticas que se toman 
en estos niveles. De todas formas, el funciona-
miento de los CC siempre estará asociado a la 
idea de la participación: quiénes, cuánto y cómo 
participan, a la convergencia de los mecanismos 
representativos y participativos y a las dudas de si 
con estos dispositivos la ciudadanía asegura que 
los resultados alcanzados son los adecuados, si 
esta participación garantiza resultados óptimos, 
si la ciudadanía tiene el conocimiento suficiente 
e información sobre el para qué y por qué está 
participando en estos dispositivos.

Examinando la naturaleza de este espacio creado 
por el Ejecutivo para el ejercicio de la democracia 
participativa, observamos que los principios del 
diseño institucional privilegian que las decisiones 
se tomen por consenso y no por deliberación, lo 
que refuerza la perspectiva hegemónica. El riesgo 
viene dado por la tendencia que tienen estos es-
pacios a convertirse en mecanismos de domina-
ción y control de la participación ciudadana.

En la práctica los CC interactúan en medio de 
tensiones que develan intentos re-centralizadores 
por parte del Ejecutivo y de una nueva manera 
de interpretar o entender la democracia partici-
pativa. La institucionalización de la participa-
ción  busca, por un lado, establecer mecanismos 
de control, de apoyo a la gestión administrativa 
pero por el otro lado, se corre el riesgo de que 
la sociedad termine por integrarse a la estructu-
ra administrativa estatal y pierda la capacidad de 
control sobre las autoridades. Abandona su es-
pacio propio y pasa a formar parte de la misma 

instancia a la que debe vigilar. Se esta ante formas 
de relación que vinculan directamente a los indi-
viduos y a las comunidades con el Estado a través 
de mecanismos que no son plurales, que han sido 
usados con fines político-electorales y como base 
social y política para la legitimación del régimen.

Los CC se encuentran amenazados por una fuer-
za que impide su funcionamiento autónomo. La 
misma tiene origen en el Estado y su concepción 
sobre la autonomía, que lo ha llevado a desco-
nocer, deslegitimar y acorralar todas aquellas 
formas de participación que no se encuentran 
alineadas con sus objetivos de gobierno. Como 
reacción a lo anterior, la sociedad lejos de parti-
cipar, abandona los espacios comunales identifi-
cándolos como simples extensiones burocráticas 
del gobierno, imagen que se refuerza a través de 
la cooptación partidista que se ha hecho de estos 
espacios. 

Como fue revisado en este trabajo, la transición 
de los CC como instancias de participación han 
ido de uno a otro extremo, comenzando por una 
concepción en la que eran incorporados en la es-
tructura del sistema nacional de planificación lo 
que permitía a las comunidades incidir en las for-
mas de resolución de sus problemáticas. En este 
caso, se planteaba un equilibrio desigual en el que 
se corría el riesgo de que la participación se per-
diera en la dinámica de la representación. A partir 
de la Ley Orgánica de los CC de 2009  y del pa-
quete de leyes del poder popular de 2010, se de-
linea con cierta precisión suprimir la democracia 
representativa, a través de la construcción de un 
Estado comunal que desarrollará los mecanismos 
necesarios dirigidos a inhibir de forma definitiva 
cualquier posibilidad de autonomía participativa 
de forma tal que los CC lejos de ser los cons-
tructores de un poder popular, pasarían a cons-
tituir el armazón instrumental que gestionaría las 
demandas de las comunidades pero no tendrían 
trascendencia alguna en el proceso de toma de 
decisiones pública ni en el ejercicio del poder.

Finalmente, más allá de la distintas valoraciones 
que se le puedan atribuir a las acciones desplega-
das desde los gobiernos del presidente Chávez, 
dirigidas a la organización y participación en és-
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tos y otros espacios de activación popular para 
el ejercicio de los derechos sociales e involucra-
miento en el proceso de decisiones de la gestión 
pública local, es evidente que ello ha logrado cen-
trar, a buena parte de las discusiones y debates 
académicos, sobre la importancia de estudiar y 
analizar la democracia participativa, su calidad y 
su relación con la democracia. Pero como lo ex-
presan los resultados de la mayoría de los estudios 
de caso realizados sobre estos dispositivos, todavía 
hay una brecha muy gruesa entre lo que se habla y 
lo que se hace, es decir entre la declaración de los 
derechos, su ejercicio efectivo y sus logros.

El problema de fondo de este paquete de Leyes 
aprobado entre 2009 y 2010 en cuanto a la parti-
cipación se refiere, es la manera en que se propo-
ne organizar el poder local y la forma de entender 
la participación comunitaria y su reconocimiento 
o legitimación. Pareciera que la participación en 
este modelo se limita a los miembros de los dife-
rentes consejos, llamados voceros que apoyan al 
régimen y demás miembros que integran las co-
munas y otras organizaciones socio-productivas 
quienes serán electos en un parlamento comunal 

mas no por todos los ciudadanos, por lo que pu-
diera decirse que estos voceros serían ‘represen-
tantes de representantes’, lo que apunta hacia un 
modelo de representación acentuada, muy distin-
to del de la democracia participativa y protagóni-
ca planteado en la Constitución de 1999 (Brewer-
Carías 2011).

Está claro que este conjunto de leyes tiene la 
fuerte intención de minimizar los mecanismos 
de la democracia representativa y eventualmen-
te sustituirla por la democracia participativa, en-
tendida de una forma restringida. Los cambios 
establecidos en este paquete de Leyes son muy 
complicados y difíciles de implementar en una 
sociedad tan estructuralmente heterogénea, com-
pleja y con experiencia democrática como lo es 
la venezolana. Sin embargo, su análisis deja ver 
claramente las principales líneas de acción de un 
proyecto político que se está tratando de cons-
truir desde el Ejecutivo, por otro lado, es im-
portante seguir analizando los impactos que los 
nuevos dispositivos que se derivan de estas leyes 
están teniendo en relación con la calidad de la 
democracia.
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